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Tabla de aplicabilidad del artículo 95 de la Ley de Transparencia y  

Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León, de las 
Obligaciones de Transparencia Comunes de los Sujetos Obligados 

del Estado de Nuevo León.  
  

Poder Ejecutivo.  

Sujeto obligado: Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey I.P.D.  
  

 Tabla de Aplicabilidad   

Aplican  I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XVI, XVII, XVIII, XX, XXI, XXII, 
XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, XXXIV,  
XXXV, XXXVI, XXXVII, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI, XLII, XLIII, XLIV, XLVI, XLVII, 
XLVIII, XLIX, L, LI y LIV.  

No aplican  XV, XIX, XXXIII, XLV, LII y LIII.  
  

Fracciones coincidentes entre la COTAI y el sujeto obligado  

Aplican  I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XVI, XVII, XVIII, XX, XXI, XXII, XXIII,  
XXIV, XXVI, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXIX, 
XL, XLI, XLII, XLIII, XLIV, XLVI, XLVII, XLVIII, XLIX, L, LI y LIV.  

No aplican  XV, XLV y LIII.  
  

Fracciones que SÍ APLICAN y que el sujeto obligado señaló como no aplicables  

Fracción  Fundamentación y motivación  

XIII  La presente fracción le resulta aplicable al sujeto obligado, no obstante 
que, si bien es cierto, la Contraloría del Estado cuenta con la facultad 
de llevar el Registro Estatal de Situación Patrimonial de los Servidores 
Públicos del Gobierno del Estado y Municipios, en el cual se integrarán 
las manifestaciones de bienes de los servidores públicos obligados a su 
presentación, de conformidad con el artículo 118 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios 
de Nuevo León, sin embargo, lo anterior solo refleja que esta 
dependencia gubernamental es quien se encarga del resguardo de las 
declaraciones patrimoniales, pero corresponde a cada uno de los 
servidores públicos del sujeto obligado, generar la información 
correspondiente, es decir, son ellos quienes cuentan de primera mano 
con su declaración patrimonial, misma que se solicita en la fracción en 
estudio sea publicada en versión pública como una obligación de 
transparencia; cabe precisar que con base a lo dispuesto por los 
Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y 
Estandarización de la Información de las Obligaciones establecidas en 
el Título Quinto y en la fracción IV del Artículo 31 de la Ley General  
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 de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de 
difundir los Sujetos Obligados en los Portales de Internet y en la 
Plataforma Nacional de Transparencia, los sujetos obligados deberán 
publicar la versión pública de la declaración de situación patrimonial de 
los (as) servidores(as) públicos(as), integrantes, miembros del sujeto 
obligado y/o toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión 
y/o ejerza actos de autoridad, y que tiene la obligación de presentar 
declaración de situación patrimonial en sus tres modalidades: inicio, 
modificación y de conclusión, de conformidad con la normatividad que 
resulte aplicable en la materia, misma que se hará siempre y cuando 
los sujetos obligados cuenten con la autorización previa y 
específica del servidor público de que se trate, es decir, que haya 
otorgado su consentimiento informado, expreso, previo y por 
escrito; una vez asentado lo anterior, se reitera la aplicabilidad de la 
fracción en análisis.  

XIV.  Le resulta aplicable la fracción en comento de conformidad los artículos 24 
fracción I, y 56 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Nuevo León, en virtud de que los mismos establecen, que para 
el cumplimiento de los objetivos de dicha Ley, los sujetos obligados deberán 
constituir el Comité de Transparencia, las Unidades de Transparencia y 
vigilar su correcto funcionamiento de acuerdo a su normatividad interna, 
aunado a que el numeral el artículo 4 de dicho ordenamiento establece que 
toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en 
posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona 
en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley, en los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y la Ley General; 
salvo la información confidencial y la clasificada temporalmente como 
reservada, por razones de interés público en los términos dispuestos por la 
Ley.  

XXV.  De conformidad con el artículo 15, del Reglamento Interior de la Institución 
Pública Descentralizada denominada Servicios de Agua y Drenaje de 
Monterrey, corresponde a la Contraloría Interna del sujeto obligado, elaborar 
el programa anual de auditoría, para las diferentes áreas de la Institución, dar 
seguimiento a las observaciones y recomendaciones derivadas de las 
auditorías realizadas, practicar auditorías de cajas, fondos y resguardos de 
valores, para verificar el adecuado manejo de los recursos a cargo de las 
diferentes unidades administrativas de la Institución, como parte integral del 
programa de auditorías, solicitar en cualquier momento documentación 
comprobatoria que se encuentre, y que deberá estar en poder del funcionario 
responsable en cualquier unidad administrativa de la Institución, como parte 
de la auditoría y vigilancia de las actividades propias de los titulares de las 
diferentes unidades, así como del resto de los funcionarios y empleados de  
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 la Institución, y coordinar y supervisar el diseño y elaboración de formas y 
reportes para asentar las observaciones y recomendaciones resultantes de las 
auditorías externas e internas y para presentar las acciones correctivas y 
preventivas producto de las auditorías; en virtud de lo expuesto con antelación 
la fracción en comento le resulta aplicable al sujeto obligado.  
  

XXVII.  De conformidad con lo establecido en el Ley de Egresos del Estado para el 
año 2017, el sujeto obligado tiene un presupuesto asignado para diversos 
rubros correspondiente al año 2017-dos mil diecisiete, mismo que deberá ser 
utilizado en la forma y términos establecidos en la misma, atendiendo a las 
necesidades de dicho sujeto obligado con base a su proyecto presupuestal; 
cabe precisar que dicho presupuesto contempla diversas partidas especiales, 
así como el gasto en servicios públicos, conceptos de los cuales se permite el 
uso de ello a diversas personas físicas o morales;  en virtud de lo cual, resulta 
aplicable al sujeto obligado la fracción en estudio.  
  

XXXVII.  Con base en el artículo 83 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del estado y Municipios de Nuevo León, las sanciones 
administrativas y económicas se impondrán conforme al procedimiento que en 
dicho numeral se establece; por otra parte, el diverso numeral 63, precisa en 
su último párrafo que los superiores jerárquicos podrán delegar en sus 
subalternos todas aquéllas facultades que resulten necesarias para el trámite 
de las quejas, denuncias, recomendaciones y demás documentales que 
señalen irregularidades en contra de servidores públicos, así como para la 
substanciación del procedimiento de responsabilidad respectivo, incluidos los 
medios de defensa señalados en dicha Ley; en virtud de lo anterior, y al 
resultarle aplicable al sujeto obligado lo dispuesto por la legislación en cita, 
con base en el dispositivo 3 de la misma, es por lo cual de igual forma le es 
aplicable la fracción en análisis.  
  

XXXVIII.  De conformidad con el artículo 13, fracción XIV, el Director General, es el 
encargado de definir y establecer las Políticas y Lineamientos Generales en 
materia de Vinculación Social y Participación Ciudadana de la Institución, para 
su ejecución por parte de las unidades administrativas que al efecto designe; 
razón por la cual le resulta aplicable la fracción en estudio.  
  

  

Fracciones que NO APLICAN y que el sujeto obligado señaló como aplicables  

Fracción  Fundamentación y motivación  

XIX.  La presente fracción no le aplica al sujeto obligado, toda vez que con base en el 
artículo 94, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado 
y Municipios de Nuevo León, la Contraloría establecerá el Registro de Servidores 
Públicos Sancionados e Inhabilitados, en el cual se inscribirán las resoluciones 
que impongan sanciones disciplinarias públicas, administrativas y económicas, 
conforme a dicha Ley, llevando por separado las de inhabilitación.  
 



  

    T.A.-SO3C.30-A95-V.2.0  

    25/02/2021  
  

   

XXXIII.  La fracción en estudio no le es aplicable al sujeto obligado, puesto que de 
conformidad con el artículo 31, fracción VII, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública para el Estado de Nuevo León, la Secretaría de 
Administración es la dependencia encargada de administrar los recursos 
humanos, materiales y servicios que requiera la Administración Pública del 
Estado, misma que tiene entre sus atribuciones, la obligación de llevar el registro 
de proveedores de bienes y servicios de la Administración Pública Estatal; en 
tanto que la operación de un padrón de proveedores, es una atribución 
correspondiente a las Unidad Centralizada de Compras de conformidad con el 
artículo 23 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de 
Servicios del Estado de Nuevo León, sin embargo, el sujeto obligado no se 
encuentra entre los entes gubernamentales que establecerán en su estructura 
interna una unidad administrativa centralizada; por lo anterior, se reitera que no 
le resulta aplicable la fracción en estudio.  
  

LII.  La presente fracción no le aplica al sujeto obligado, toda vez que de conformidad 
con el artículo 44, fracción XVIII, del Reglamento Interior De la Secretaría General 
de Gobierno corresponde al Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención 
Ciudadana, efectuar las acciones pertinentes para que, en términos de la fracción 
XXXIX, del artículo 20 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el 
Estado de Nuevo León y de la parte inicial del artículo 10 de este Reglamento, el 
Secretario represente jurídicamente al Titular del Poder Ejecutivo, en todo tipo de 
juicios, recursos y procedimientos ante cualquier autoridad judicial, administrativa 
o laboral, en que sea parte, tenga el carácter de tercero o le resulte algún interés 
jurídico; en asuntos de carácter extrajudicial, así como en las acciones de 
inconstitucionalidad y controversias constitucionales a que se refiere el artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los medios 
de control de la constitucionalidad local.  
  

  

  

  

  

  

  

  

  

  


